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III.    Otras disposiciones

CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL

 2061 ACUERDO de 24 de enero de 2006, de la Comisión Perma-
nente del Consejo General del Poder Judicial, por el que se 
ordena hacer público el Acuerdo de 23 de diciembre 
de 2005, de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia del País Vasco, relativo a la modificación de las 
normas de reparto de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del mencionado Tribunal Superior.

 La Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, en 
su reunión de 24 de enero de 2006, acordó hacer público el Acuerdo de la 
Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en su 
reunión de 23 de diciembre de 2005, relativo a la aprobación de la modifi-
cación de las normas de reparto de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del mencionado Tribunal Superior, del siguiente tenor literal:

«SECCIÓN PRIMERA

1. En única instancia:

A) Recursos interpuestos en materia tributaria y financiera, cual-
quiera que sea la Administración autora del acto o disposición impug-
nada, excepto aquellos asuntos referidos al Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas (I.R.P.F.).

B) Recursos interpuestos durante el primer semestre del año 2006 
contra actos de la Administración del Estado en materia de personal.

C) Recursos interpuestos contra actos de las Diputaciones Forales 
incluidos los organismos y entidades dependientes de ellas, en materia de 
personal.

D) Recursos interpuestos contra actos y disposiciones de la Entida-
des Locales, incluidos los Organismos y Entidades de ellas dependientes, 
excepto en materia de personal.

E) Recursos interpuestos contra actos y disposiciones dictados por 
la Administración Corporativa.

F) Recursos contra todos los actos de la Universidad del País 
Vasco.

G) Recursos relacionados con materia electoral.
H) Recursos interpuestos en materia de infracciones y sanciones 

(excepto las tributarias, laborales y urbanísticas).
I) Recursos suscitados en materia de contratación cualquiera que 

sea la Administración Pública autora del acto o disposición.
J) Los asuntos en materia de ejercicio del derecho de reunión y 

manifestación que se incoen durante el año 2005 por el procedimiento 
especial previsto en el artículo 122 de la Ley 29/1998, de 13 de julio.

2. En segunda instancia:

A) Recursos de Apelación en materias correspondientes a los ante-
riores epígrafes.

B) Recursos de Apelación en materia de personal de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma.

SECCIÓN SEGUNDA

1. En única instancia:

A) Recursos interpuestos en materia de urbanismo, con inclusión de 
los actos sobre autorización de actividades clasificadas, y en materia de 
expropiación forzosa.

B) Recurso interpuestos en materia de Administración Laboral.
C) Recursos interpuestos contra actos y disposiciones –incluidos los 

dictados en materia de personal-de la Administración de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, Organismos y Entidades de ella dependientes; 
excepto los del Servicio Vasco de Salud-Osakidetza y de la Universidad 
del País Vasco.

d) Recursos interpuestos en materia del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas (I.R.P.F.).

2. En segunda instancia:

A) Recursos de Apelación en las materias señaladas en el apartado A.

SECCIÓN TERCERA

1. En única Instancia:

A) Recursos interpuestos contra actos y disposiciones de las Entida-
des Locales, Organismos y Entidades de ellas dependientes, en materia de 
personal, sin incluir los de las Diputaciones Forales.

B) Recursos interpuestos en materia de responsabilidad patrimonial 
de las Administraciones Públicas, excepto la procedente de actos de con-
tenido urbanístico.

C) Recursos interpuestos contra actos y disposiciones de la Admi-
nistración del Estado, Organismos y Entidades de ella dependientes, 
excepto en materia de personal y laboral.

D) Recursos planteados contra los decretos de aprobación de las 
condiciones de Trabajo del personal al servicio de Osakidetza-Servicio 
Vasco de Salud.

E) Recursos suscitados en relación con el régimen de Extranjería.
F) Con carácter residual, los recursos que de acuerdo con las presen-

tes normas no puedan atribuirse a ninguna de las secciones ni por razón 
de la materia (atendidas las cuestiones planteadas en el proceso), ni, sub-
sidiariamente, por la Administración autora del acto, actuación o disposi-
ción.

G) Recursos interpuestos durante el segundo semestre del año 2006 
contra actos de la Administración del Estado en materia de personal.

2. En segunda instancia:

A)  Las apelaciones en las materias señaladas en los anteriores epí-
grafes.

B)  Las apelaciones de los recursos que versen sobre las materias no 
asignadas a las otras dos secciones.

Normas de reparto comunes:

1. De los recursos en materia de prohibición o propuesta de modifi-
cación de reuniones previstas en la Ley Orgánica del Derecho de Reunión, 
regulados en el art. 122 de la Ley 29/1998 conocerá una de las tres seccio-
nes, por orden sucesivo y periodicidad anual. Durante el año 2006 cono-
cerá de los mismos la Sección Primera.

2. Conocerá de los procedimientos de extensión de efectos de sen-
tencias la sección que hubiere dictado la sentencia de origen.

3. Cuando el conocimiento de un asunto pudiera corresponder a 
distintas Secciones, se determinará en función de la materia, prevale-
ciendo este criterio sobre el de la Administración autora del acto.

4. Los exhortos recibidos se tramitarán por la Sección que corres-
ponda según el número de registro de los mismos de forma que los termi-
nados en 1; 2 ó 3 se turnarán a la Sección la; los terminados en 4; 5 ó 6 a la 
Sección 2.ª; los terminados en 7; 8 ó 9 a la Sección 3.ª y los terminados en 0 
a la Sección a la que le corresponda atendiendo al número anterior al 0 
distinto de éste.

5. La resolución de los recursos a que se refiere el artículo 16.4 de la 
Ley 29/1998 corresponderá a una Sección de la Sala compuesta por el 
Ilmo. Sr. Presidente de dicha Sala que la presidirá: Don Juan Luis Ibarra 
Robles y por los Ilmos. Sres. Magistrados: Don Luis Javier Murgoitio Este-
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fanía; Doña Ana Isabel Rodrigo Landazabal; Don Angel Ruiz Ruiz y Doña 
María Luaces Díaz de Noriega.»

Madrid, 24 de enero de 2006.–El Presidente del Consejo General del 
Poder Judicial,

HERNANDO SANTIAGO 

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 2062 ORDEN AEC/249/2006, de 25 de enero, sobre pagos a jus-

tificar en el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Coope-
ración.

El artículo 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu-
puestaria, regula la tramitación de propuestas de pagos presupuestarios 
mediante el libramiento de fondos con el carácter de «a justificar», y el 
Real Decreto 640/1987, de 8 de mayo, sobre pagos librados «a justificar», 
que desarrollaba lo regulado en la materia en el Real Decreto Legislativo 
1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprobaba el Texto Refun-
dido de la Ley General Presupuestaria del mismo, dispone que los titula-
res de los Departamentos Ministeriales, previo informe del Interventor 
Delegado, establecerán las normas que regulen la expedición de órdenes 
de pago «a justificar» con cargo a sus respectivos presupuestos de gas-
tos, debiendo asimismo determinar tanto los criterios generales como 
los límites cuantitativos y los conceptos presupuestarios a los que serán 
aplicables.

Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 79.1 de la citada Ley 47/2003, 
cuando, excepcionalmente, no pueda aportarse la documentación justifi-
cativa de las obligaciones en el momento previsto en el apartado 4 del 
artículo 73, podrán tramitarse propuestas de pagos presupuestarios y 
librarse fondos con el carácter de «a justificar». Asimismo podrá proce-
derse a la expedición de libramientos «a justificar» cuando los servicios y 
prestaciones a que se refieran hayan tenido o vayan a tener lugar en el 
extranjero.

En su virtud, previo informe de la Intervención Delegada de la Inter-
vención General de la Administración del Estado, dispongo:

Primero. Ámbito de aplicación.

1. Mediante la presente Orden se regula el régimen de «pagos a justi-
ficar» en el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación durante el 
año 2006, determinando los criterios generales y normas de expedición de 
órdenes de pago «a justificar», así como los límites cuantitativos y con-
ceptos presupuestarios a los que serán aplicables.

2. Las normas que se establecen por la presente Orden serán de apli-
cación a las órdenes de pagos «a justificar» formuladas con cargo a crédi-
tos del Presupuesto de Gastos del Departamento, excepción hecha de los 
relativos a los Organismos Públicos dependientes del mismo que se regi-
rán por sus normas específicas.

Segundo. Delimitación de los pagos a realizar con carácter de 
«a justificar».

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 79 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, serán objeto de 
libramiento u órdenes de pago «a justificar», las cantidades que excepcio-
nalmente se libren a favor de las Cajas Pagadoras para atender determina-
dos pagos cuando no sea posible la previa aportación de la documenta-
ción justificativa que sería exigible, procediéndose posteriormente, en los 
plazos establecidos, a realizar su justificación.

Además, con carácter general, podrán ser objeto de este tipo de libra-
mientos las cantidades que resulten necesarias para atender obligaciones 
derivadas de servicios o prestaciones que hayan tenido o vayan a tener 
lugar en territorio extranjero.

2. Cuando los pagos deban realizarse en territorio nacional sólo 
podrán expedirse órdenes de pago «a justificar», cuando no sea posible su 
realización «en firme», a través del Tesoro Público, debido a que los docu-
mentos justificativos no puedan aportarse antes de formular la propuesta 
de pago, de acuerdo con lo determinado en el apartado 1 del artículo 79 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en los 

supuestos que se establecen en los anexos 1 y 3 de la presente Orden 
Ministerial, con las excepciones a las que igualmente se hace mención.

No obstante, cuando resulte posible, deberá utilizarse el sistema de 
anticipo de caja fija para la realización de los pagos.

3. Respecto de los pagos que hayan de tener lugar en territorio 
extranjero, procederá su expedición en todo caso, ajustándose a los con-
ceptos y subconceptos que figuran en los anexos 2 y 3 de esta Orden 
Ministerial.

Tercero. Criterios de gestión de los pagos «a justificar».

1. En la expedición de este tipo de libramientos deberá tenerse en 
cuenta, en todo caso, el régimen de delegación de competencias vigente 
en el Departamento en cada momento.

2. Los gastos que hayan de atenderse mediante estas provisiones 
de fondos deberán someterse al trámite de su fiscalización previa 
cuando por su naturaleza o importe estén sometidos a dicho trámite, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 152 de la citada Ley General 
Presupuestaria.

3. La información relativa a las obligaciones que se pretenda satisfa-
cer mediante este tipo de libramientos, se consignará en el propio docu-
mento contable. Además, cuando se trate de pagos a realizar en territorio 
español, se indicarán puntualmente, siempre que sea posible, los destina-
tarios de las cantidades objeto de libramiento.

Cuando, por su extensión u otras circunstancias, no sea posible reco-
ger esta información en el propio documento contable, se adjuntará a éste 
una Memoria explicativa.

4. El importe de las órdenes de pago a justificar se abonará a las 
cuentas corrientes del Banco de España y otras Entidades de Crédito que, 
con la autorización de la Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera, tenga abiertas el Departamento.

5. Las distintas unidades de los Servicios Centrales del Departa-
mento que tramiten órdenes de pago a favor de las Cajas Pagadoras de las 
Representaciones deberán comunicar, por escrito, los importes aproba-
dos a favor de las mismas una vez se haya realizado la propuesta de pago 
al Tesoro Público.

6. De la custodia de los fondos recibidos mediante este procedi-
miento responden solidariamente los Cajeros Pagadores y los Jefes de la 
Unidad Administrativa de quien dependan.

7. La conformidad del cuentadante con los bienes y servicios recibi-
dos y la orden de pago al cajero que haya de efectuar materialmente los 
pagos se acreditarán de forma individualizada para cada justificante o 
mediante relación en la que queden perfectamente identificadas las dife-
rentes facturas. Las Cajas Pagadoras del exterior ajustarán dicha relación 
al modelo que se adjunta como anexo 4 de la presente Orden.

Cuarto. Disposición material de fondos.

1.  Los pagos se harán efectivos mediante cheques nominativos o 
transferencias bancarias autorizados con la firma mancomunada del 
Cajero Pagador y del Jefe de la Unidad de la que dependa el mismo, o 
quienes reglamentariamente sustituyan a ambos, en los términos previs-
tos en la Instrucción de Servicio n.º 139 de 27 de marzo de 1998.

En las Cajas Pagadoras del exterior, previa autorización de la Subdi-
rección General de Administración Financiera, esta firma mancomunada 
podrá sustituirse por una firma solidaria cuando, excepcionalmente, se 
den circunstancias en las que no exista más de una persona con responsa-
bilidad en la gestión de fondos de la Representación, quedando constan-
cia de ello en los documentos que se expidan.

Los pagos en efectivo quedarán limitados, exclusivamente, a las aten-
ciones de menor cuantía en las que pueda no resultar adecuado el pago 
mediante cheque, siempre que no excedan de 600 euros, o su equivalente 
en la divisa en que se efectúe el pago. Excepcionalmente, podrán autori-
zarse pagos de mayor cuantía por el Jefe de la Unidad de la que dependa 
la Caja Pagadora, cuando se considere necesario.

En las Cajas Pagadoras podrá existir una cantidad en efectivo sufi-
ciente que, salvo circunstancias extraordinarias, no debe exceder de 3.000 
euros, o su equivalente en divisas, para atender los pagos previstos; en 
ningún caso deberá exceder del importe de los pagos que se prevea reali-
zar durante los treinta días siguientes, siendo responsabilidad del Cajero 
Pagador la custodia de dichos fondos, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 7.2 del Real Decreto 640/1987.

2. La aplicación dada a las cantidades recibidas se justificará, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.1 del Real Decreto 
640/1987, de 8 de mayo, dentro del mes siguiente a la inversión de las 
cantidades recibidas y, en todo caso, en el plazo de tres meses desde la 
percepción de los fondos. No obstante, cuando se trate de pagos en el 
extranjero, este último plazo será de seis meses conforme a lo que esta-
blece el apartado 4 del artículo 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, y sin perjuicio de lo que se determina en el 
párrafo segundo del artículo 10.1 del citado Real Decreto 640/1987. 
Cuando por aplicación de lo dispuesto en el Real Decreto 938/2005, 


